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Justicia transicional y reparación 
a las víctimas en Colombia

Introducción: El dilema de la justicia transicional 
en la perspectiva de las víctimas

Apartir del asesinato del caudillo liberal Jorge Eliécer Gaitán, el 9 de 
abril de 1948, empieza en Colombia un ciclo de violencia política 
que degeneró en un conflicto armado con rasgos de guerra interna 

(Pizarro, 2002; Gutiérrez, 2007). Entre tanto, distintas administraciones 
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han intentado desarrollar diálogos de paz con grupos armados ilegales; en- 
tre los más importantes, los procesos de paz de Belisario Betancur (1982-
1986), Virgilio Barco (1986-1990) y Andrés Pastrana (1998-2002), así como 
el proceso de negociación con grupos paramilitares de Álvaro Uribe (2002-
2010), que comenzó con los diálogos de paz de Santa Fe de Ralito1 en julio 
de 2003 y que aún está en desarrollo (García-Durán, 2004). Este proceso se 
enmarcó normativamente tomando como referencia los principios de jus-
ticia transicional (Congreso de la República, 2005, artículo 1).2

El objetivo de este texto es señalar algunos problemas relevantes que 
han surgido con la aplicación del modelo de justicia transicional en el de-
sarrollo de las negociaciones de paz con los grupos paramilitares en Co-
lombia, especialmente desde el punto de vista de la reparación del daño 
a las víctimas del conflicto armado.3 En esta perspectiva, exploramos dos 
cuestiones de interés. Primero, en qué medida entran en conflicto los 
intereses y las expectativas de las víctimas, así como los objetivos sociales 
de paz y reconciliación en este proceso de negociación. Segundo, cómo 
se manifiesta y se procesa este conflicto en el desarrollo institucional del 
marco normativo de la justicia transicional en Colombia.

La justicia transicional se puede definir como “la concepción de la jus-
ticia asociada a periodos de cambio político, caracterizada por respuestas 
legales para afrontar las violaciones de regímenes represores anteriores”4 
(Teitel, 2003: 69). Otra definición dice que es “un campo de actividad e 
investigación enfocado en cómo afrontan las sociedades los legados de 
abusos pasados contra los derechos humanos, atrocidad en masa y otras 
formas de trauma social severo, incluyendo el genocidio o la guerra civil, 
con el fin de construir un futuro más democrático, justo o pacífico” (Bick
ford, 2005: 1045).

El dilema central de la justicia transicional se refiere a las contradic-
ciones y retos institucionales y políticos que surgen para su aplicación 

1  Tierralta, Córdoba, en el norte de Colombia.
2  Véase también la nota 11.
3  De la abundante literatura sobre justicia transicional que revisa Baharona de Brito 

resaltan dos cuestiones. Primero, son pocos los estudios que se ocupan del análisis de las 
dimensiones institucionales vinculadas a un proceso transicional desde el punto de vista 
de la reparación a las víctimas. Segundo, hay muy pocos estudios comparados que resalten 
la función de las comisiones de la verdad como un mecanismo para proteger los derechos 
de las víctimas a la verdad y la justicia o como un mecanismo social para la construcción de 
garantías de no repetición (Barahona de Brito, 2001: 315-351). Este artículo espera hacer 
aportes al primero de estos debates.

4  La traducción de los textos en idioma diferente al español es mía.
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cuando se combinan las expectativas y el poder diferenciado de los acto-
res que participan en el proceso (víctimas, perpetradores, gobierno, socie-
dad civil y comunidad internacional) con la expectativa social amplia en 
torno a la construcción de la paz y la reconciliación nacional.

El problema radica en que los incentivos que se les ofrecen a los ac-
tores armados ilegales o a los perpetradores que han cometido abusos 
contra los derechos humanos pueden violar las expectativas sociales de 
verdad y justicia, o lo que se percibe como los mínimos moralmente acep-
tables de estos valores. Esta percepción varía en función de los distintos 
intereses y posiciones dentro de la estructura social, siendo especialmen- 
te problemática la satisfacción de las expectativas de verdad, justicia y re- 
paración en la perspectiva de las víctimas. Sin embargo, desde el punto 
de vista gubernamental es necesario establecer estos incentivos porque de 
otra forma se asume el riesgo de que el conflicto continúe y que, como 
sociedad, se pierdan las oportunidades de negociación y construcción de 
la paz.

La salida que ofrece el enfoque transicional a este dilema se constru- 
ye con base en dos mecanismos. Primero, pena alternativa y otros incen- 
tivos para los perpetradores. Segundo, medidas de reparación para las 
víctimas (Uprimmy, 2006). Aunque la responsabilidad de reparar recae en 
principio en el Estado, en la perspectiva transicional el concepto de repa-
ración se construye teniendo como sujeto central a las víctimas y las nece-
sidades propias que se desprenden de un contexto de violación masiva de 
los derechos humanos (Greif y Magarrell, 2002).

La reparación integral se define, entonces, como la serie de medidas 
orientadas a la restitución de la víctima a la condición previa al momento 
en que ocurrieron los hechos de victimización (Zernova, 2007). Para que 
esto suceda se asume que la víctima necesita conocer la verdad plena de 
los hechos sucedidos (modo, tiempo, lugar, motivos, responsabilidades), 
ser reparada en términos simbólicos y materiales, de modo individual y 
colectivo, recibir una excusa pública de su victimario y beneficiarse de las 
medidas apropiadas que garanticen la reparación de los daños psicológi-
cos, físicos, materiales y sociales; asimismo, deben generarse los cambios 
institucionales adecuados que garanticen el imperio de la ley, el control 
del Estado sobre el territorio y sobre los medios de la violencia y la no 
repetición de los hechos (Greiff, 2006: 452 y ss.). De aquí se desprenden 
las mayores exigencias en cuanto a recursos y capacidad institucional 
del modelo de justicia transicional en función de la reparación a las víc- 
timas.
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Lecciones aprendidas

Veamos brevemente qué lecciones quedan de las experiencias de justicia 
transicional, y especialmente de la reparación a las víctimas en estos procesos. 
Esto nos permitirá generar el trasfondo para ubicar el proceso transicional en 
Colombia y analizarlo en su especificidad, según los objetivos propuestos.

Una de las advertencias más frecuentes en la literatura es que cada 
proceso de justicia transicional es particular y sus resultados dependen de 
los valores que adopten una serie de factores, según el caso o el país que 
se esté considerando. Entre los factores más importantes están: el desarro- 
llo histórico del conflicto, su duración, el tipo de represión ejercida (inten- 
sidad, extensión, métodos), las condiciones bajo las cuales se llega al pro- 
ceso transicional (derrota militar, colapso del Estado, negociación), el perfil 
sociopolítico y el balance de poder entre los distintos actores, la solidez del 
sistema político y el sistema judicial, el grado de consolidación y partici- 
pación de la sociedad civil, la continuación de los perpetradores en el po- 
der, la actitud de las élites hacia la transición, la forma en que se define a la 
víctima y al perpetrador, la disponibilidad de recursos para la reparación 
y la reforma institucional y la participación de la comunidad internacional 
(Barahona de Brito, 2001: 320-329; González-Enríquez et al., 2001: 303-314; 
Bosire, 2006; Elster, 1998; Uprimmy, 2006: 40).

Por otra parte, teniendo en cuenta las limitaciones de los sistemas 
judiciales para procesar masivamente a los perpetradores de violaciones a 
los derechos humanos, se han instituido las comisiones de la verdad como 
vía complementaria a los procesos judiciales para lograr que las víctimas 
tengan acceso a la verdad de los hechos de victimización ocurridos (Hay-
ner, 2008: 128-154).

Del conjunto de casos que revisa Hayner5 resaltan dos aspectos relevan-
tes para nuestro análisis. Primero, todas las comisiones de la verdad son 
el resultado de algún tipo de acuerdo para cambiar el régimen político, 
cesar la confrontación armada o investigar violaciones pasadas. Segundo, 
aunque todas las comisiones generaron recomendaciones de reparación,6 
sólo dos países establecieron un programa institucional “exitoso” basado 
en las recomendaciones de sus respectivas comisiones: Argentina y Chile.7

5  Treinta y cinco en total, incluidas las actualizaciones del estudio para el año 2007.
6  Excepto la comisión de la verdad de Uruguay.
7  No se desconoce que otros pocos países han implementado medidas de reparación 

menos exitosas, como Brasil, Guatemala, Marruecos, Perú, El Salvador y Sudáfrica (Greiff, 
2006; Guillerot y Magarrell, 2006; Hayner, 2008).
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Tres razones explicarían (al contrario) la dificultad de pasar de las re-
comendaciones a la implementación efectiva de políticas. Primero, el he-
cho de que estas comisiones hayan restringido el ámbito de derechos cuya 
violación se debía investigar,8 lo que tuvo como consecuencia la reducción 
del universo de víctimas que debía ser reparado9 y del periodo de tiempo 
que también debía investigarse. Segundo, la capacidad institucional y la 
disponibilidad de recursos para implementar la política de reparaciones. 
Por último, el compromiso político con las recomendaciones y las medi- 
das de reparación propuestas por las comisiones (Hayner, 2008: 388 y ss. 
y 63-70). Por tanto, un punto central en términos de la reparación es el 
balance entre las promesas que se les hacen a las víctimas y la capacidad 
institucional y la disponibilidad de recursos para cumplir con esas prome-
sas (Bosire, 2006).

Especificidad del caso colombiano

Estas consideraciones teóricas y prácticas nos permiten caracterizar el caso 
colombiano y definir las condiciones particulares en las que se desarrolla 
el actual proceso de justicia transicional. Aunque formalmente Colombia 
es una de las democracias más estables de América Latina, su conflicto 
armado interno es uno de los tres más antiguos que aún persisten en el 
mundo (Pizarro, 2006: 171). En este conflicto intervienen actualmente 
dos fuerzas guerrilleras de importancia —las Fuerzas Armadas Revolucio-
narias de Colombia-Ejército del Pueblo (farc-ep) y el Ejército de Libera-
ción Nacional (eln)—, los grupos paramilitares y las fuerzas armadas del 
Estado (ejército, policía nacional y organismos de seguridad).

Después de casi cincuenta años de confrontación armada, la continua-
ción del conflicto10 se explica por las simetrías en el balance de poder entre 
los actores armados, la falta de una política de Estado para la resolución 

8  Asesinatos políticos en el caso de Chile y desaparición forzada sin recuperación del 
cuerpo en el caso de Argentina.

9  Lo que abre inmediatamente estas políticas de reparación a la crítica respecto al 
ámbito de derechos que no cobijan.

10  Según las cifras de Amnistía Internacional, a partir del anuncio del cese de hosti- 
lidades, en julio de 2002, y hasta julio del 2006 se les atribuían más de tres mil homicidios 
a los paramilitares (Amnistía Internacional, 2007: 135). En el periodo que va de julio de 
2006 a julio 2008, los grupos guerrilleros habrían asesinado a 380 personas, mientras los 
grupos paramilitares a 694 (Amnistía Internacional, 2009: 154 y ss.).
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del conflicto, la conjunción con factores económicos —como el narcotráfico 
y la extracción de recursos minerales—, la victimización sistemática a la que 
se ha sometido a la población civil y la tensión entre enfoques de la coope-
ración internacional hacia el conflicto colombiano (Gutiérrez et al., 2006).

En este contexto se estableció el proceso de justicia transicional a partir 
de la promulgación de la ley de “justicia y paz”, en julio de 2005 (Congre-
so de la República, 2005).11 En este marco aparece otra particularidad. La 
ley crea una Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (cnrr), 
que tiene como objetivos centrales, entre otros, velar por la protección de 
los derechos de las víctimas y generar recomendaciones de política de re-
paración individual y colectiva (Congreso de la República, 2005: artículos 
16 y 51; Presidencia de la República, 2005: artículos 19-22). Esto significa 
que la construcción de la política de reparación en Colombia no depende 
estrictamente de la creación de una comisión de la verdad, sin que esto 
obste para que en el futuro sea creada dicha institución.

Frente al dilema planteado, es necesario analizar los resultados obteni- 
dos hasta el momento por la cnrr, el efecto de los procesos instituciona- 
les de toma de decisión y coordinación interinstitucional sobre el cumpli- 
miento de sus obligaciones a favor de las víctimas y los retos que enfrenta en 
este escenario la implementación de un enfoque de reparación integral y 
protección de los derechos de las víctimas.

Avancemos, entonces, con la contextualización de las expectativas de 
dos de los principales agentes en conflicto en el proceso transicional de Co- 
lombia: los miembros de grupos paramilitares y las víctimas que ha deja-
do el conflicto armado interno.12

El paramilitarismo en Colombia

Desde su aparición en los años sesenta, el paramilitarismo en Colombia 
ha tenido diversas manifestaciones: autodefensas elementales, grupos de 
protección a terratenientes, ejércitos privados de narcotraficantes o esme-

11  El carácter transicional de esta ley está definido por dos mecanismos: la alterna-
tividad penal (artículo 3º) y la reparación integral para las víctimas (artículos 8º, 44, 46, 
47 y 48).

12  No desconozco que, tal como lo sustentan diversos analistas, la violencia política 
contra la población civil ha sido ejercida por todas las fuerzas en conflicto (Gutiérrez, 2006; 
Gutiérrez y Barón, 2006; Restrepo et al., 2006). Sin embargo, en la medida que han sido prin- 
cipalmente los grupos paramilitares los que se han acogido a este proceso de negociación,
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ralderos y el paramilitarismo propiamente definido, es decir, grupos ar-
mados ilegales apoyados por sectores del ejército colombiano en el marco 
de la guerra contrainsurgente (Medina, 1990).

En el origen y la consolidación del paramilitarismo se mezclan varios 
factores: el estatuto de seguridad de la administración de Turbay13 (1978-
1982), las leyes tempranas que permitían la formación de grupos privados 
de autodefensa en los primeros años ochenta y mediados de los noventa, el 
inicio de la apertura del sistema político a mediados de los ochenta, la re-
forma constitucional de 1991 y la reacción de las élites políticas locales y de 
sectores del ejército frente a los diálogos de paz con las guerrillas de las ad-
ministraciones de Betancur (1982-1986) y Pastrana (1998-2002) (Gibson, 
2006; Gutiérrez y Barón, 2006: 272; Romero, 2003; Valencia, 2007: 24).

En este punto es necesario acentuar que aunque muchos grupos para-
militares explican su origen como un acto de defensa ante los secuestros 
y extorsiones de las guerrillas, una vez que se habían integrado económi- 
camente a las regiones colombianas, en el fondo hay intereses sobre la for- 
ma de distribución del poder político a nivel local, lo que puso en la mira 
como objetivo militar a cualquier persona o grupo con ideología política no 
oficialista y generó fuertes vínculos y compromisos entre grupos parami- 
litares y élites políticas locales (Romero, 2003: 41 y 118 y ss., 2007a y 2007b; 
Valencia, 2007).

Una vez consolidada su presencia en el Magdalena Medio,14 entre 
1988 y 1989, empieza un proceso de expansión territorial basado en el 
terror, las masacres y los asesinatos múltiples,15 que permiten ampliar la 
presencia del paramilitarismo en las zonas del oriente y sur del país, como 
Meta, Caquetá y Putumayo.

En 1994, Carlos Castaño16 convoca a la primera conferencia nacional 
de las autodefensas con la intención de crear una confederación bajo el 
rótulo de Autodefensas Unidas de Colombia (auc), perfilándose como la 
figura política de esta organización, que apela a un discurso antisubver-
sivo (salvadores de la patria) y a la necesidad de una organización confe-
derada de los múltiples grupos paramilitares dispersos en el país. Una 

delimito mi enfoque a su trayectoria y sus intereses (véanse las cifras de desmovilización más 
adelante). Por otra parte, considerar los posibles “intereses ocultos” del gobierno en esta 
negociación desborda los objetivos de este artículo.

13  Una ley de excepción para controlar orden público.
14  Región centro de Colombia.
15  Estrategia basada en la noción de “quitarle el agua al pez” (Gutiérrez, 2006).
16  Jefe paramilitar.
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vez creadas las auc en 1997, continúa el fenómeno de expansión hasta el 
2001, con Urabá (Antioquia) como epicentro, que termina abarcando los 
cuatros puntos cardinales del territorio nacional (Cubides, 1999).

El 15 de julio de 2003 se firma el Acuerdo de Santa Fe de Ralito, en 
Tierralta, Códoba, y un año después, el 1 de julio de 2004, se instala allí 
mismo la Mesa Única Nacional para los Diálogos de Paz. Ya desde el pri-
mer punto de acuerdo se establece como propósito común para las partes 
“el logro de la paz nacional, a través del fortalecimiento de la goberna-
bilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en 
manos del Estado”, así como la reincorporación de las auc a la vida civil, 
contribuyendo de esta forma al fortalecimiento del Estado social de dere-
cho (Gobierno Nacional y auc, 2003).

Sin embargo, el objetivo fundamental de los paramilitares no fue la 
simple desmovilización y reincorporación a la vida civil; por el contrario, 
su principal objetivo era avanzar “no hacia la desaparición como organi-
zación, sino hacia la transformación en un movimiento político de masas 
a través del cual la retaguardia social de las Autodefensas [pudiera] consti-
tuirse en una alternativa democrática” (El Tiempo, 27 de mayo de 2004).

Esta intención política se nutría del discurso antisubversivo que había 
usado Castaño para la conformación de las auc y fue ratificado en el men-
saje que presentaron los jefes paramilitares Salvatore Mancuso y Ernesto 
Báez17 ante el Congreso de la República en agosto del 2004.18 Una vez que 
hacen el recuento de los “servicios” que le han prestado al país, ratifican 
su intención de convertirse en un partido político y se niegan a aceptar 
cualquier tipo de condena penal por sus actividades al margen de la ley, 
lo que definirá su estilo y sus estrategias de negociación en el desarrollo del 
proceso, particularmente en lo que respecta a la forma en que asumen su 
responsabilidad ante las víctimas (Semana, 28 de julio de 2004 y 1 de agos- 
to de 2004).

A lo anterior se suman los puntos de la “agenda secreta” que salieron 
a la luz pública por medio de una serie de grabaciones que se filtraron a 
la prensa desde la Mesa ese mismo año (El Tiempo, 27 de septiembre de 
2004)19 y que hacían referencia a dos temas centrales: extradición y proce-

17  Los alias van en cursivas.
18  La invitación de los “paras” al Congreso se interpreta como el punto culmen del 

proyecto común que se venía gestando desde los ochenta con las élites políticas en el nivel 
local (Valencia, 2007: 35, n.10).

19  Estas grabaciones, realizadas en Santa Fe de Ralito, reproducen conversaciones en- 
tre el comisionado de paz y jefes paramilitares. Fuente anónima.
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so penal por crímenes de lesa humanidad. En las grabaciones se revelan 
ciertos ofrecimientos del gobierno para usar sus poderes discrecionales 
para evitar la extradición de los jefes paramilitares o impedir que fueran 
juzgados por la Corte Penal Internacional. La intensidad del escándalo 
aumentó cuando la prensa nacional hizo notar la infiltración de narcos en 
el equipo de negociadores de los paramilitares, como lo indicaba el caso 
de Don Diego, jefe del cartel del Norte del Valle, que había comprado el 
Bloque Héroes de Río Negro de los paramilitares para poder participar 
en las negociaciones con el gobierno (El Tiempo, 1 de julio de 2004; Sema-
na, 24 de septiembre de 2004).

Las víctimas del conflicto armado

La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (cnrr) considera 
como víctimas:

a todas aquellas personas o grupos de personas que, en razón o con ocasión del con-
flicto armado interno que vive el país desde 1964 hayan sufrido daños individuales 
o colectivos ocasionados por actos u omisiones que violan los derechos consagrados en 
normas de la Constitución Política de Colombia, del Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos, del Derecho Internacional Humanitario y del Derecho Penal Interna-
cional, y que constituyan una infracción a la ley penal nacional (cnrr, 2006: 2).20

La dinámica de la violencia política en Colombia se relaciona particular-
mente con la evolución de la movilización social y la percepción que han 
tenido de este fenómeno las élites políticas nacionales y los actores arma-
dos ilegales en diferentes momentos de la historia reciente (Archila, 2005; 
González, 2002; Pécaut, 2001).21

20  Cursivas en el original. La definición del concepto de víctima pasó por un deba-
te amplio después de su presentación original en la Ley 975, de 2005. La CNRR recoge 
esta definición original, más la ampliación que hizo la Corte Constitucional, apegándose 
a estándares internacionales, especialmente de Naciones Unidas (Corte Constitucional, 
2006). El aporte específico de la Comisión a esta definición es la fecha de corte para em-
pezar a registrar el fenómeno de victimización (1964).

21  Es importante resaltar que esta situación se mantiene y que para el 2008 “algunos 
altos funcionarios del gobierno continuaron estigmatizando a los defensores y defensoras 
de derechos humanos, líderes de la oposición y activistas sociales” (OACNUDH, 2009: 2; tam- 
bién Brysk, 2009: 39).
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El ambiente de represión política paraestatal de los años ochenta lo 
ejemplifica el asesinato de cuatro candidatos presidenciales que participa-
ban para las elecciones de 1990: dos de la Unión Patriótica, grupo político 
que se había formado en 1988 como resultado de un intento de las farc de 
integrarse a la arena política nacional; uno del M-19, grupo que se había 
desmovilizado en 1989 y participaba ahora como actor político institucio-
nalizado, y uno del ala no oficialista del Partido Liberal.

Por otra parte, en los años noventa siguen aumentando las víctimas de la 
violencia política de los grupos paramilitares, incluyendo su participación en 
el genocidio de alrededor de seis mil miembros o simpatizantes de la Unión 
Patriótica (Cepeda, 2006).22 A finales de esa década y principios de los años 
dos mil perpetran una serie de masacres para consolidar su dominio terri-
torial en distintas zonas del país, entre las que se cuentan la de Trujillo (Va-
lle),23 Mapiripán (Meta), el 14 de julio de 1997, y la de El Salado (Bolívar), 
en febrero de 2000 (Semana, 30 de septiembre de 2008), entre otras.24

A esto hay que sumar la población civil que ha sido víctima de los gru-
pos guerrilleros por motivos similares y la de los ataques a poblados en las 
zonas rurales de Colombia.25

En síntesis, entre 1982 y 2007 se registran, provisionalmente, 2 mil 
505 masacres, que dejan un total de 14 mil 660 víctimas (cnrr, 2008: 1). 
El conteo, también provisional y conservador, del total de víctimas de la 
violencia política26 en el periodo 1978-200427 está entre 50 mil y 53 mil 
(Gutiérrez, 2006: 480; Restrepo et al., 2006: 518; Romero, 2007b: 450).

22  Periodo 1985-1995, aproximadamente.
23  Más de 342 personas desaparecidas o asesinadas entre 1986 y 1994: <http://www.

caracol.com.co/nota.aspx?id=817636>.
24  El área de memoria histórica de la CNRR produjo dos informes, uno sobre la ma-

sacre de El Salado y el otro sobre la masacre de Trujillo. Este último se puede consultar en: 
<http://www.memoriahistorica-cnrr.org.co/images/content/trujillo_informe.pdf>.

25  Dos casos emblemáticos, el de Machuca (Santander), que deja 90 muertos y 30 heri
dos, y el de Bojayá (Chocó), que deja alrededor de cien personas muertas (El Tiempo, 5 de 
mayo de 2002). También: <http://www.cnrr.visiondirecta.com/09e/spip.php?article511>. 
En Romero (2003: 92) se puede consultar un comparativo de los asesinatos políticos co-
metidos por los diferentes actores armados ilegales entre 1988 y 1999.

26  Normalmente se toma como indicador de la intensidad del conflicto el número 
de muertos o heridos producto de las acciones de los grupos armados ilegales y los per-
petradores vinculados al Estado. Estas cifras no incluyen otro tipo de violaciones, como 
el desplazamiento, la tortura o la desaparición forzada. A manera de ejemplo, el Consejo 
Noruego para los Refugiados calcula que la cifra de desplazamiento acumulado que ha 
dejado el conflicto alcanzó los 4.3 millones el año 2009, de una población actual de 44 
millones (El Espectador, 1 de mayo de 2009).

27  Los límites del periodo varían según el autor.
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Estas dinámicas de victimización generan una tipología diferenciada de 
las víctimas del conflicto armado. Por una parte, tenemos a las víctimas de los 
grupos armados organizados al margen de la ley, tanto de las guerrillas como 
de los paramilitares. Por el otro, tenemos a las víctimas del propio Estado 
colombiano.28 En términos de justicia transicional, el problema fundamen- 
tal es definir las expectativas de estas víctimas en términos de verdad, jus- 
ticia y reparación, para definir entonces los requerimientos a los que deben 
responder los procesos institucionales para garantizar estos derechos.

Caracterización de las víctimas29

Para hacer esta caracterización tomamos como referencia el Primer In-
forme del Registro Nacional de Víctimas de la cnrr.30 Para julio de 2008, 
éste era el único sistema de información que registraba rasgos socioeco-
nómicos de las víctimas del conflicto armado colombiano y contaba con 
mil 300 entradas individuales (González, 2008).

La tabla 1 muestra que el homicidio, el desplazamiento y la desapa-
rición forzada constituyen en conjunto 97.3% de los hechos de violación 
reportados por las víctimas. En general, la población más afectada simul-
táneamente por el homicidio, la desaparición forzada y el desplazamiento 
es una población de jóvenes y adultos jóvenes de entre 16 y 45 años.

Los datos de la tabla 2 se pueden agrupar en tres categorías de expec- 
tativas: 1. Reparación material, que incluye indemnización, apoyo para pro- 
yectos productivos, beneficios tributarios, favorabilidad para el acceso a cré- 
ditos, restitución de bienes y beneficios para acceso a derechos de educación 
y salud; 2. Reparación simbólica, que incluye conocer la verdad, lograr una 
disculpa pública, conmemorar simbólicamente y reconstruir y dignificar la 
memoria de las víctimas; 3. Otras medidas de reparación, que incluyen lo-
grar que los responsables paguen por el daño, lograr la reconciliación y no 
repetir los hechos, recibir atención psicosocial y retornar al lugar de origen.

28  Como veremos más adelante, este punto ha sido especialmente problemático en la 
definición del universo de las víctimas del conflicto colombiano, lo mismo que el debate 
sobre la inclusión de los miembros de las fuerzas armadas que han sufrido algún tipo de 
daño en combates con las guerrillas como víctimas de estos grupos.

29  Estos datos de la CNRR se pueden contrastar con Rettberg, 2008: 45 y 59.
30  Éste es el registro oficial de las víctimas que se hacen parte del proceso de repara-

ción por la vía administrativa (se explica más adelante). La creación y administración del 
Registro está a cargo de la CNRR.
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Tabla 2
Expectativas de reparación

Tipo de expectativa de reparación Porcentaje

Indemnización, pago o auxilio material
Castigo para los responsables
Conocer la verdad de lo ocurrido
Apoyo para el desarrollo de proyectos productivos
Beneficios para el acceso a educación y salud
Favorabilidad para el acceso a créditos
Recibir atención psicosocial
Lograr la reconciliación y no repetir los hechos
Restitución de los bienes
Reconstruir y dignificar la memoria de las víctimas
Conmemorar simbólicamente y no olvidar lo ocurrido
Obtener beneficios tributarios y fiscales
Lograr una disculpa pública
Retornar al lugar de origen
Total

	 18.3
	 13.6
	 11.4
	 7.4
	 7.0
	 6.9
	 6.1
	 5.6
	 5.5
	 5.1
	 4.4
	 4.2
	 3.0
	 1.4
	 99.9

Tabla 1
Caracterización de las víctimas por tipo de violación y afectación

Tipo de violación Porcentaje

Homicidio
Desplazamiento
Desaparición forzada
Otros
Total

	 80.7
	 9.0
	 7.6
	 2.7
	 100.0

Tipo de afectación Porcentaje

Sufrimiento emocional
Pérdida de bienes y propiedades
Detrimento en condiciones económicas
Desintegración familiar
Desarraigo social y cultural
Otros
Total

	 34.7
	 13.7
	 12.4
	 11.8
	 6.3
	 21.1
	 100.0
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Respecto al total de respuestas consideradas, las medidas de repara-
ción material corresponden a 49.3%, las de reparación simbólica a 23.9% 
y las otras medidas de reparación a 26.7%.

Relación entre expectativas de reparación, afectación y tipo de violación

Una vez ordenados los tipos de afectación se mantiene en general el orden 
de las tres principales expectativas de reparación dentro de cada uno de los 
tipos de afectación por el delito: recibir indemnización material, que los res- 
ponsables paguen por el daño y conocer la verdad. Esto indica que no hay 
una relación determinante entre el conjunto de expectativas y el conjunto 
de afectaciones por el delito. En general, priman las expectativas de repa- 
ración material, independientemente del tipo de afectación de que se trate, 
y se mantiene un nivel más o menos homogéneo, alrededor de 50%, en rela- 
ción con otras formas de reparación.

Una excepción es la afectación relacionada con la pérdida de bienes, 
donde la expectativa de restitución de bienes ocupa el tercer lugar entre 
las principales expectativas de reparación, desplazando la expectativa de 
conocer la verdad a un cuarto lugar.

Por otra parte, es de resaltar la forma homogénea en que se distribuyen 
cada una de las expectativas de reparación en relación con cada una de las 
violaciones consideradas. Sólo cuando se consideran los conjuntos de ex- 
pectativas agrupadas en diferentes medidas de reparación (material, sim- 
bólica, otras) en relación con el tipo de violación se puede observar que las 
medidas de reparación material siempre priman sobre las medidas de re- 
paración simbólica y otras medidas de reparación.

Víctimas y paramilitares: Intereses encontrados

Esta breve revisión del perfil de las víctimas y de los perpetradores nos 
permite contrastar dos conjuntos de expectativas que generan conflicto 
en el desarrollo institucional del proceso transicional en Colombia. Por 
un lado los paramilitares, con fuertes expectativas políticas, con los que la 
sociedad colombiana tendría una deuda por los servicios prestados y quie-
nes no tienen, por lo tanto, intenciones de aceptar ningún tipo de respon-
sabilidad penal ni material sobre sus actos. Por el otro nos encontramos 
con sus víctimas, que exigen un castigo proporcional a los crímenes co- 
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metidos y tienen fuertes expectativas de reparación, verdad y garantías de 
no repetición.

Lo que se resalta en este punto es que garantizar los derechos de las 
víctimas conservando los incentivos para los perpetradores, con el ob-
jetivo de avanzar en la construcción de las condiciones adecuadas para 
la reconciliación, depende de la forma en que se complementan mutua-
mente y se coordinan las distintas dinámicas institucionales en conjunto, 
y no sólo del mandato legal asignado a la cnrr; es decir, la reparación es 
un problema transversal que genera interdependencias entre los distin-
tos procesos de justicia transicional. Esto lo podemos analizar con cierto 
detalle al revisar los debates que ha generado la implementación de los 
principales componentes de la reparación integral, acentuando los lími-
tes y las posibilidades del rol que asume la cnrr en este contexto.

Debates relacionados con la reparación integral 
A las víctimas en el proceso transicional en Colombia

Una vez promulgada la Ley 975, “de justicia y paz”, la centralidad del 
dilema de la justicia transicional en la perspectiva de las víctimas quedó 
claramente establecida en la revisión que hizo la Corte Constitucional de 
este marco normativo. En su fallo de constitucionalidad del año 2006, la 
Corte “discrepó con varias estipulaciones consideradas demasiado bene-
volentes con los paramilitares y demasiado comprometedoras del princi-
pio de justicia en medio de la búsqueda de la paz” (Arnson, 2007: 2). En 
este sentido, la Corte tomó decisiones relativas a las penas, la obligatorie-
dad de los desmovilizados a decir la verdad, los tiempos de investigación 
judicial de los delitos y las responsabilidades de reparación de los desmo-
vilizados, entre otras (Corte Constitucional, 2006). Esto genera una serie 
de debates que vamos a analizar a continuación.

Debates respecto a la reparación

Una forma en que las víctimas pueden obtener la reparación es el proceso 
judicial, que depende de que se les siga juicio a los perpetradores. La re-
paración se da una vez que se agota el proceso penal y se dicta sentencia 
contra el procesado, que consiste en la aplicación de la pena de alternati-
vidad penal, con un máximo de ocho años de prisión, y la tasación de la 
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reparación que el victimario debe como retribución a sus víctimas (Con-
greso de la República, 2005).

Para vislumbrar un poco la magnitud de la tarea judicial, son ilustrati-
vas las cifras que nos presenta el actual comisionado de paz: Hay mil 968 
versiones libres en marcha, se han documentado 35 mil 664 crímenes y 
delitos, se han confesado otros 17 mil 292 y hay 41 mil víctimas relacio-
nadas con esos delitos (Semana, 15 de febrero de 2010). Por otra parte, el 
primer fallo condenatorio contra un procesado en el marco de la Ley 975 
no se produjo sino hasta marzo del 2009, después de tres años de haber 
concluido el proceso de desmovilización de los grupos paramilitares, en 
diciembre de 2006 (Semana, 19 de marzo de 2009).31

Estos datos nos dan una idea de los problemas que plantea la aplica-
ción de la justicia penal en un contexto de violación masiva de los derechos 
humanos, especialmente cuando se mantiene la condición de garantizar 
el debido proceso,32 a pesar de los requerimientos de castigo a los perpe-
tradores, en un marco transicional.33

La vía judicial ha presentado muchas dificultades para las víctimas; 
entre otras, el tipo de pruebas que se exigen para acreditar su condición y 
ser parte del proceso; la capacidad institucional para el acompañamiento 
y la defensa jurídica de sus intereses; la misma capacidad del sistema ju-
dicial para procesar con agilidad a los desmovilizados y emitir fallos que 
contengan medidas de reparación; la seguridad de las víctimas que par-
ticipan como testigos; la ocurrencia de nuevos hechos de victimización y 
la posibilidad de participación efectiva de la víctima en el proceso con el 
objetivo de conocer la verdad de los hechos ocurridos.

La alternativa de reparación que se abre para las víctimas es la vía ad-
ministrativa. Cumpliendo su mandato legal, la cnrr generó recomenda-
ciones de criterios para la reparación integral, que constituyeron la base 
para la creación del programa de reparación individual por la vía admi-
nistrativa (cnrr, 2006; Presidencia de la República, 2008).34

31  Sin embargo, el fallo fue impugnado más adelante por la Corte Suprema el 31 de 
julio de 2009 (Semana, 18 de agosto de 2009).

32  Agradezco a Paola García Reyes esta aclaración.
33  El funcionamiento de los páneles gacaca en Ruanda ilustra los riesgos que se reco-

rren de romper con el Estado de derecho cuando se apela a canales alternativos de justicia 
penal (Omen, 2009).

34  La CNRR tiene otra función de altísima importancia: recomendar al gobierno un 
programa nacional de reparación colectiva (Congreso de la República, 2005, artículo 49), 
así como un plan de restitución de bienes.
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La orientación normativa que propuso la Comisión, junto con la de-
finición del concepto de víctima, tiene varias consecuencias importantes 
que caracterizan el enfoque de reparación administrativa que se aplica en 
Colombia. Primero, se define un universo de víctimas que va de 196435 a 
2005, año de promulgación de la ley. Segundo, al contrario de las reco-
mendaciones que se hicieron para el caso peruano (Greiff y Magarrell, 
2002),36 la reparación se entendió en su sentido más amplio como repa-
ración integral.37 Por último, se incluyó un conjunto amplio de violacio-
nes a los derechos humanos como tipos de victimización que deben ser 
reparados.

35  Esta fecha se eligió por ser el año en que se constituyeron formalmente las FARC y se 
toma como referencia del inicio del conflicto armado interno colombiano (Pizarro, 2007).

36  En el sentido de limitar la reparación a los aspectos materiales, aunque armoni-
zándola con otros procesos institucionales que terminaran configurando un mecanismo 
integral de reparación.

37  Aunque el plan de reparación por la vía administrativa se centra en el componente 
material.

Tabla 3
Delitos y montos de indemnización considerados 

para reparación POR LA vía administrativa

Delito Monto Indemnizacion*

1. �Homicidio, desaparición forzada 
y secuestro.

2. �Lesiones personales y psicológicas que 
produzcan incapacidad permanente.

3. �Lesiones personales y psicológicas que 
no causen incapacidad permanente.

4. �Tortura.

5. �Delitos contra libertad e intregridad 
sexual.

6. �Reclutamiento ilegal de menores.

7. �Desplazamiento forzado.

1. �Cuarenta (40) salarios mínimos 
mensuales legales.

2. �Hasta cuarenta (40) salarios 
mínimos mensuales legales.

3. �Hasta treinta (30) salarios 
mínimos mensuales.

4. �Treinta (30) salarios mínimos 
mensuales.

5. �Treinta (30) salarios mínimos 
mensuales legales.

6. �Treinta (30) salarios mínimos 
mensuales legales.

7. �Veintisiete (27) salarios 
mínimos mensuales legales.**

*  Para el año 2009, un salario mínimo mensual equivalía a 496,900 cop (aproximadamente 253.2 
dólares estadounidenses).
**  Presidencia de la República, 2008.
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En la tabla 3 se muestra la relación entre los hechos de victimización 
y el monto de la indemnización que ofrece el gobierno como reparación 
material por la vía administrativa.

Hasta el 20 de abril de 2010, 299 mil 703 personas habían presentado 
el formato de solicitud de reparación por la vía administrativa.38 Es indu-
dable que para muchas de las víctimas, dadas sus condiciones de pobreza, 
aun estos montos pueden resultar atractivos. Por otra parte, este esquema 
de reparación tiene la ventaja de ser mucho más ágil y expedito que la 
reparación por la vía judicial, responde a varias de las dificultades plan-
teadas en esa alternativa y es un mecanismo menos exigente en términos 
de acceso para las víctimas. Sin embargo, también ha generado varios 
debates que vale la pena resaltar.

El debate central se refiere al conjunto de derechos que se cubren y 
el periodo de violación que se intenta reparar, y su efecto en la definición 
del universo de beneficiarios y el costo total del programa de reparación.39 
Como expuse antes, estos aspectos establecen una restricción importante 
para el éxito o fracaso de la política de reparación. Sin embargo, la solu-
ción no es moral ni políticamente sencilla. Por una parte, si se reduce el 
universo de víctimas, restringiendo el tipo de derechos violados que cubre 
la reparación, puede generarse un efecto de categorización entre las vícti-
mas, causando una jerarquización y la división entre ellas (¿unas víctimas 
son mejores que otras para obtener la reparación?). Por otra parte, reali-
zar la reparación en un rango amplio de tiempo genera un riesgo fiscal 
importante, pero reducir este tiempo tiene un efecto en la amplitud de las 
víctimas reconocidas (o recordadas) y puede dejar crímenes sin investigar, 
perpetradores sin procesar y patrones institucionalizados de victimización 
sin identificar. Aparte de todo es cuestionable tasar monetariamente, cla-
ro está, el dolor y el sufrimiento de las víctimas.

En cuanto a los riesgos fiscales, la administración Uribe argumentó 
que su oferta de indemnización correspondía a la capacidad fiscal del 

38  Véase <http://www.cnrr.org.co/> (contador al final de la página de inicio).
39  A manera de contraste podemos considerar el caso de Argentina y Chile. A partir 

de las recomendaciones de las respectivas comisiones de la verdad, el programa de re-
paración de Argentina cubre a familiares de unos 15 mil muertos o desaparecidos en un 
periodo investigado de siete años. En el caso de Chile, el periodo fue de 16.5 años y el nú-
mero de beneficiarios de 4 mil 886. De nuevo, no hay que olvidar en estos casos las críticas 
por la investigación de un conjunto muy restringido de derechos violados. En el caso de 
Sudáfrica se esperaba reparar a 250 mil víctimas de un periodo investigado de 11.5 años 
(Hayner, 2008: 228-243 y 402-407).
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Estado y a su papel solidario en la reparación. Sin embargo, el hecho 
mismo de que oferte estos recursos de indemnización plantea un debate 
sobre cómo debe balancear el Estado colombiano su responsabilidad de 
reparar a las víctimas, con la responsabilidad de garantizar que los actores 
armados ilegales que se acogen a este proceso cumplan sus compromisos, 
entreguen los bienes habidos ilegalmente y reparen materialmente a sus 
víctimas.40

El tema de la reparación para las víctimas de agentes del propio Es-
tado generó una línea de debate divergente. Este grupo de víctimas deci-
dió apoyar un proceso legislativo en el Congreso colombiano para sacar 
un proyecto de Ley de Víctimas que las incluyera como beneficiarias de 
la reparación integral. Después de dos años de debate, este proyecto se 
hundió en julio de 2009 por razones fiscales y por la negativa radical de 
la administración Uribe a aceptar la existencia de “víctimas de Estado”, y 
por tanto la obligación no solidaria del Estado a reparar en tanto perpe-
trador (Semana, 16 de noviembre de 2009).

Debates respecto a la verdad

El acceso de las víctimas a la verdad depende de la disposición de los 
actores armados ilegales desmovilizados para confesar plenamente y con 
todo detalle su participación individual o colectiva en actos violatorios de 
los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, lo que 
constituye de por sí su compromiso fundamental con la justicia colombia-
na para hacerse acreedores a la pena alternativa en la perspectiva de la 
justicia transicional.

Respecto al acceso a la verdad, se presentan tres situaciones proble-
máticas relevantes.

Primero, la anuencia de los desmovilizados a confesar plenamente sus 
crímenes. En la medida que la capacidad institucional del sistema de jus-
ticia se ve desbordada por la magnitud de los procesos en marcha o los 
crímenes documentados, la veracidad y completud de la confesión depen-
de normalmente de la buena fe del versionado. Los procesos en marcha 
muestran que este compromiso no se cumple a cabalidad.

Segundo, el problema de armonizar, por una parte, las expectativas 
de las víctimas de conocer la verdad, su necesidad de registrar los hechos, 

40  Esto, sin embargo, depende de los resultados del proceso judicial.
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interrogar y contrainterrogar a sus victimarios y, por la otra, los requeri-
mientos propios del proceso judicial en el que las versiones libres consti-
tuyen una de las primeras etapas de juzgamiento en las que se plantean 
problemas de reserva y confidencialidad de las declaraciones, lo que impli-
ca restringir efectivamente la participación de las víctimas (fgn, 2009).41

Tercero, se tiene la decisión de extraditar a Estados Unidos a los prin-
cipales jefes paramilitares desmovilizados en julio de 2008. El Consejo 
Superior de la Judicatura, órgano competente en el tema, consideró que 
esta decisión no violaba los derechos de las víctimas.42 Sin embargo, la ex-
tradición de estos cabecillas ha generado un problema importante de co-
ordinación interinstitucional entre la fiscalía colombiana y las autoridades 
judiciales en Estados Unidos para desarrollar interrogatorios conjuntos, 
para lograr la transmisión de las audiencias —de tal forma que las vícti-
mas puedan escuchar los relatos e incluso plantear preguntas a los versio-
nados— y, por último, para dirigir los interrogatorios en función de las 
necesidades del proceso transicional. Por lo tanto, se debate si el proceso 
se ha desviado y lo importante termina siendo el rasgo particular de nar-
cotraficantes de estos extraditados o si siguen conservando su carácter de 
actores armados ilegales desmovilizados que entraron bajo ciertas condi-
ciones definidas a un proceso de paz con el gobierno colombiano y con 
unas obligaciones frente a sus víctimas.

Esto generó, además, una situación jurídica en la que la verdad que se 
expone dentro del proceso judicial a nivel nacional depende básicamente 
de la información que manejan los mandos medios y los combatientes 
rasos de los frentes desmovilizados, dejando de lado la verdad sobre las 
relaciones estructurales de fondo entre paramilitarismo y sectores políti-
cos y económicos en Colombia (Romero, 2007a).

La experiencia internacional muestra que, precisamente frente a las 
limitantes del proceso judicial como fuente de verdad para las víctimas, 
las comisiones de la verdad adquieren todo su valor como mecanismo ins-
titucional complementario del proceso judicial para lograr cumplir con 
este requerimiento.

Por lo tanto, dado que la cnrr sólo tiene asignadas funciones de 
acompañamiento respecto al proceso judicial, y dado que tampoco está 
diseñada como una comisión de la verdad, se espera que pueda hacer 

41  Véase la crítica a la exclusión de las víctimas de la etapa de versión libre en CCJ, 2007.
42  En <http://www.fiscalia.gov.co/justiciapaz/Documentos/Comparativo_Extradicion_

Postualdos.pdf>.
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aportes para la construcción de este componente de reparación a partir 
del trabajo que desarrolla en la construcción de los informes de memo-
ria histórica (cnrr, 2008). Otro de los ámbitos en los que la cnrr puede 
hacer aportes para la construcción de la verdad es funcionando como un 
foco importante de formación de opinión pública a favor de la protección 
de los derechos de las víctimas, como lo ejemplifica el debate que se de
sató ante la extradición de los jefes paramilitares. Sin embargo, lo que 
resalta es que garantizar el derecho a la verdad depende de las comple-
jidades del funcionamiento interinstitucional dentro del proceso transi-
cional, sin que la cnrr tenga los instrumentos adecuados para cumplir 
su mandato de velar por el respeto de estos derechos tomando en cuenta 
estas complejidades.

Debates respecto a la justicia

En principio, las expectativas de las víctimas respecto al castigo a los per-
petradores por la vía judicial están limitadas a los topes de pena alternativa 
que se establecieron en la Ley 975/05. En esta medida, sus expectativas de 
justicia se resuelven más bien a través de la garantía de los otros compo-
nentes de la reparación integral. Por lo tanto, los debates sobre el acceso 
de las víctimas a la justicia son una síntesis de los debates que se presentan 
en los ejes de verdad, reparación y garantías de no repetición.

Esta situación ha generado que haya una fragmentación importan-
te dentro de las víctimas en Colombia. Son especialmente las víctimas 
de crímenes de Estado las que, con una expectativa de justicia y retribu-
ción judicial, han criticado fuertemente el proceso de justicia transicional 
(Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado, 2010) y han optado 
por abandonarlo y buscar otros canales y foros para impugnar al Estado 
colombiano y a sus victimarios. Los principales canales han sido la Comi
sión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y en la actual 
coyuntura queda abierta la perspectiva una vez que entra en plenas fun-
ciones la Corte Penal Internacional en Colombia.

Debates respecto a las garantías de no repetición

Éste es otro de los ámbitos en los que el diseño institucional deja a la cnrr 
sin mecanismos para garantizar los derechos de las víctimas, restringien-

RMS 72-04.indd   648 9/29/10   1:24:36 PM



Revista Mexicana de Sociología 72, núm. 4 (octubre-diciembre, 2010): 629-658.

JUSTICIA TRANSICIONAL Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS EN COLOMBIA	 649

do su función a la veeduría del proceso y a la generación de recomenda-
ciones normativas. Teóricamente, la no repetición de los hechos depende 
de la desmovilización y reintegración efectiva de los combatientes, de la 
reforma institucional del Estado y de los procesos de reconciliación entre 
los victimarios y sus víctimas, especialmente en los niveles regional y local 
(cnrr, 2007).

Entre agosto de 2002 y octubre de 2009 se habían desmovilizado 20 
mil 182 combatientes de manera individual y 31 mil 810 en acciones co-
lectivas, para un total de 51 mil 992 desmovilizados (acr, 2009).43 De 
las desmovilizaciones colectivas, 110 eran integrantes de las farc y otros 
grupos guerrilleros, mientras que 31 mil 700 eran miembros de las auc. 
Sin embargo, de éstos sólo 3 mil 734 habían sido postulados a la Ley de 
Justicia y Paz para junio del 2009. Del total de postulados, mil 791 ya ha-
bían iniciado diligencias de versión libre para noviembre de 2009, pero 
más de mil no ratificaron su intención de continuar dentro del proceso de 
justicia y paz (mapp-oea, 2009).

Respecto al estado actual de la desmovilización, desarme y reinserción 
(ddr) de los combatientes en el marco del proceso de negociación, el 
balance es desalentador. El diagnóstico, en el que coinciden los observa-
dores informados, es que el fenómeno paramilitar mutó en Colombia.44 
En principio, la desmovilización no tuvo como resultado ni la entrega 
completa del mejor armamento ni el desmonte de las estructuras eco-
nómicas propiedad de los cabecillas paramilitares. Con una experiencia 
ganada en el tráfico de narcóticos y en el control de la población con base 
en medios de terror, estos grupos se transformaron en bandas criminales 
organizadas que siguen operando en gran parte del territorio nacional 
(cnrr, 2007; hrw, 2010; mapp-oea, 2009).45

Por otra parte, la reforma institucional depende de saber qué hay que 
reformar, y para esto es fundamental la confesión de los jefes paramilita- 
res sobre sus vínculos estructurales con las élites políticas y económicas 

43  Hay que anotar que existen otras vías legales para las desmovilizaciones indivi-
duales en Colombia. Esta competencia entre marcos jurídicos da como resultado que sólo 
61% del total de desmovilizados en este periodo sea producto de las negociaciones con los 
paramilitares (ACR, 2009).

44  Obviamente, esta posición es debatida fuertemente por el gobierno, para quien las 
estructuras paramilitares se desmontaron y lo que existe actualmente son “bandas crimi-
nales emergentes” (CNRR, 2007).

45  Esta mutación del fenómeno paramilitar, junto con el accionar de los otros actores 
armados, mantiene el fenómeno de violencia política en Colombia (véase nota 10).
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colombianas, o de cómo han infiltrado los distintos niveles de la estructu-
ra institucional del Estado.46 Esto, ya lo hemos visto, no parece probable 
en un futuro cercano dada la extradición de estos cabecillas a Estados 
Unidos. Por último, en el estado actual del proceso, y con la continuación 
del conflicto armado interno, no hay experiencias de reconciliación en 
Colombia que nos permitan evaluar cómo avanza la construcción de un 
escenario de reconciliación nacional en una situación de posconflicto.

En la perspectiva de las víctimas, la situación actual muestra más bien 
tendencias a la revictimización. Por una parte están las constantes ame-
nazas a las víctimas de grupos de desmovilizados o simpatizantes de los 
paramilitares en las audiencias de versión libre (ccj, 2007). A esto se suma 
el asesinato selectivo de líderes de las víctimas que participan en procesos 
de movilización a favor de sus derechos, incluidos los procesos de recla-
mación de bienes expropiados ilegalmente por los paramilitares en las 
regiones. Como lo muestran los distintos informes de la Misión de Apoyo 
al Proceso de Paz de la Organización de Estados Americanos (mapp-oea) 
y otras entidades que le dan seguimiento al proceso, esta situación ha sido 
la constante desde el inicio mismo de la negociación.47 Estos problemas 
específicos se enmarcan en el cuadro general de continuación del conflic-
to armado y violación a los derechos humanos por los distintos actores 
armados.

A manera de síntesis

Los puntos de debate presentados ejemplifican las condiciones contex-
tuales y las restricciones institucionales que deben tomarse en cuenta en 
la implementación del marco de justicia transicional en Colombia en la 
perspectiva de reparación integral para las víctimas. El punto crítico es 
que a la cnrr se le asignaron funciones de promoción y protección de 
los derechos de las víctimas, pero el desarrollo institucional del marco 
normativo transicional ha mostrado que la reparación integral es un com-
ponente transversal con exigencias específicas de coordinación entre dis-
tintas instituciones.

46  En este sentido, véase Romero, 2007a.
47  A noviembre de 2009, la MAPP-OEA había producido 13 informes de seguimiento al pro-

ceso de negociación con paramilitares: <http://www.mapp-oea.org/index.php?option=com_
content&view=article&id=22&Itemid=74>.
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En este escenario, la Comisión puede tomar el liderazgo e intentar 
coordinar, pero no puede determinar el conjunto de procesos que lle-
van a garantizar o no los derechos de las víctimas. Hay una jerarquía en 
el proceso de toma de decisiones dentro del sistema de instituciones de 
justicia y paz, de responsabilidades y funciones asignadas diferencialmen-
te según ámbitos de competencia, de trayectorias institucionales previas y 
nuevas competencias, que se redefinen según las dimensiones del proceso 
de negociación y transición. En esta perspectiva, la reparación integral y 
el respeto a los derechos de las víctimas dependen en buena medida de la 
forma en que se resuelvan estos problemas de coordinación interinstitu-
cional, se armonicen los objetivos del proceso judicial con los objetivos de 
verdad y reparación y se defina la reparación como un objetivo transversal 
y prioritario en estos distintos ámbitos de decisión.

Por último, la situación de desmovilización, desarme y reintegración 
muestra los riesgos que se corren con la implementación de un proceso 
de negociación en términos de justicia transicional cuando el conflicto 
continúa. Para el caso colombiano, aunque el marco transicional ofrece 
incentivos para los actores armados, un resultado central del proceso es 
que las estructuras paramilitares han mutado, conservando su poder eco-
nómico, el control territorial e incluso su influencia sobre sectores de la 
vida política nacional. En este escenario, la expectativa de reparación de 
las víctimas se reduce a algunos aspectos materiales, dejándolas expuestas 
a ser violentadas nuevamente por los que se han beneficiado del esquema 
transicional de reinserción. Como sociedad, tenemos un panorama aún 
más complejo de conflicto armado interno.
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